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 El trabajo revisa las ideas y propuestas económicas de los representantes más conspicuos de esta corriente. Se trata de esclarecer dos cuestiones fundamentales: 1) la posición frente al problema de la distribución de la riqueza, o sea, el papel que le cabe al mercado y al Estado, por un lado y por el otro, su visión sobre la estructura social y 2) el modelo económico auspiciado: el agro-exportador o el de desarrollo industrial. En el extendido lapso examinado las propuestas son heterogéneas, aunque un número no desdeñable de autores se desatendió directamente de esta temática. Otro sector la enfocó de manera marginal, adelantando su escasa preparación para abordarla en profundidad. Entre los que dieron respuestas concretas sobresalen quienes priorizaron la industrialización. Sin descartarla, unos pocos apostaron principalmente al esquema de crecimiento basado en el libre mercado y en la exportación agropecuaria,  denunciando la errada política de subordinación al imperialismo británico. Figuras de renombre, por su parte, abogaron por el sistema corporativo que atrajo a la mayoría. No faltaron asimismo, las posiciones ambivalentes

En general, la mayoría demostró una notoria insolvencia intelectual para dedicarse al análisis económico, prefiriendo profundizar y exaltar los nexos del país con la tradición hispánica y católica, expandir los valores supremos, denostar los fundamentos del liberalismo político, los peligros de la democracia o la grave amenaza del socialismo, mayormente confundido con el comunismo.

La presencia, el activismo y la influencia de estos nacionalistas fueron desiguales a lo largo de la etapa analizada. El grado de su impacto e injerencia estuvo supeditado a condicionamientos externos e internos. Con el fin de calibrar esa presencia se han subdividido los casi treinta y cinco años estudiados en cinco períodos: 1) de 1955 a 1966, una década que comenzó y terminó con un pronunciamiento militar, fraccionada a su vez, en tres fases, se caracterizó por una intensa politización de las FFAA que adoptaron el rol de tutores de los gobiernos civiles que habían accedido al poder bajo las reglas de una institucionalidad restringida; 2) de 1966 a 1973, la etapa de la autodenominada “Revolución Argentina”; 3) de 1973 a 1976, el retorno a la legalidad  con el breve y caótico período del infortunado gobierno peronista; 4) de 1976 a 1983, el regreso de la dictadura militar en su fase más violenta y por último, 5) de 1983 a 1989, la de la reconquista democrática y también la hora de la decadencia y desprestigio del nacionalismo restaurador.
1)- Período 1955-1966
1-a) “La Revolución Libertadora” (1955-1958). 
Se inicia con el derrocamiento de Perón en manos de oficiales del Ejército y de la Armada. El golpe que encabezara el general Lonardi recibió el respaldo de los nacionalistas católicos y varios como Mario Amadeo, Mariano Etchecopar y Juan Carlos Goyeneche integraron su gobierno. Un planteo militar, apoyado por los círculos liberal-conservadores depuso a Lonardi, que fue sustituido por el general Aramburu y consiguió desplazar las figuras prominentes del nacionalismo. La “Revolución Libertadora” emprendió una dura represión contra las filas peronistas, disolviendo el partido y desarticulando al gremialismo, leal al líder destituido. A pesar de sus esfuerzos, los militares no consiguieron quebrar la lealtad de la clase obrera con el dirigente expulsado ni impedir las presiones del sindicalismo. Además de la división dentro de las filas castrenses, todos los partidos políticos sufrieron escisiones internas, incluido el peronismo. Pero ningún sector logró captar el acatamiento de las multitudes justicialistas que continuaron en su mayor parte identificadas con Perón.
  Prebisch, el destacado economista de la CEPAL, defensor de la sustitución de importaciones con el amparo estatal, fue el asesor de la política económica del nuevo gobierno. Lejos de sus posturas industrialistas y cuestionadoras del modelo tradicional propuso orientar la economía en el corto y mediano plazo, en la producción y exportación agropecuaria (devaluación mediante), liberalizando el comercio exterior y la entrada de capitales foráneos. Se firmaron también acuerdos con el FMI y el BM. El objetivo era crecer con estabilidad, disminuyendo el déficit fiscal (especialmente el ocasionado por el balance de pagos) y la inflación. Pero ni la reducción del gasto público ni el control de precios y salarios dispuesto por el ministro de industria, Álvaro Alsogaray, lograron equilibrar las cuentas públicas. Al deterioro de los términos del intercambio se sumó el incremento de las importaciones (de bienes de capital y combustible, que debían pagarse más caras, con dinero depreciado) y la exigencia de los trabajadores que consiguieron un importante reajuste salarial. Tras dispararse otra vez la inflación (del 12,3% en 1955 llegó al 24,7% en 1957
) A. Krieger Vasena asumió en la cartera de economía para aplicar una receta ortodoxa que ordenara las cuentas públicas y contuviese la inflación. Al final, la economía había crecido pero a costa del congelamiento salarial que potenció el conflicto distributivo al ritmo de los reclamos gremiales.
Luego de la frustración de los lonardistas de transformarse en herederos del movimiento peronista, el nacionalismo se percató de la necesidad de organizarse políticamente. A  partir de 1955 se multiplicaron sus organizaciones como Unión Republicana, cuyo órgano de expresión era La Voz Republicana, el Partido Laborista Cristiano luego fusionado al Partido Azul y Blanco (1957), también con un semanario político del mismo nombre que fue el origen del partido y  la Unión Federal Demócrata Cristiana. 
El PAyB que aspiró a transformarse en el aglutinante de toda esta corriente del nacionalismo que acataba las reglas republicanas, nucleaba a figuras como Sanchez Sorondo, Goyeneche, Amadeo, Etchecopar, Ibarguren, de Estrada, Montemayor, Curutchet, entre otros. Su proyecto más caro era atraerse las huestes peronistas desamparadas  y reprimidas por el régimen.
En cambio, la UR, pretendió presentarse como una opción independiente del nacionalismo católico que retomaba el ideario del viejo Partido Libertador. Las voces con más fuerza eran la de Rodolfo Irazusta, presidente del partido y la de su hermano Julio. Habían celebrado la asonada de 1955 con la que compartían su repudio al peronismo, pero enseguida manifestaron su rechazo a las políticas aramburistas. El Manifiesto del partido detalló los objetivos económicos de la agrupación: liberación de nuestra economía, una justa distribución de la riqueza, libertad de empresa contra la excesiva injerencia del Estado y propuestas concretas contra la inflación.
 En 1956 Rodolfo redactó un extenso estudio sobre la situación económica del país. Sus puntos de vista coincidían, en general, con el esquema agro-exportador y la liberalización de la economía, puestos en práctica por el gobierno militar. A través de conferencias, entrevistas radiales y artículos en La voz Republicana, sin embargo, fue precisando su posición que lo alejaba de las medidas adoptadas. Se opuso al multilateralismo del comercio auspiciado por el FMI, hizo hincapié en la participación del capital privado nacional en desmedro del extranjero y aunque postuló ampliar el comercio con Europa (no en los términos que el gobierno firmó con once países europeos), su interés primordial estaba en apuntalar las relaciones latinoamericanas, particularmente con Chile, para venderle ganado en pie. Poco o nada pudo hacer el régimen para encauzar el problema ganadero, crucial para Irazusta. El acuerdo comercial multilateral que se firmó en 1957 con los citados países europeos no logró contrarrestar los efectos negativos del incesante proteccionismo de la CEE a sus productores agropecuarios. Irazusta denunciaba la dependencia al imperialismo británico y a su nefasta influencia en el comercio de la carne argentina (pagaba la mitad del precio internacional y no lo hacía con divisas) urgiendo a emanciparse de esa relación. El origen de las dificultades de la balanza comercial, que había llevado a profundizar la crisis económica financiera se encontraba en este desequilibrio del comercio exterior.
 La crítica tenía sus fundamentos: se exportaba más en 1957 que en 1955 pero solamente un 5%. Y la contracara estaba en el incremento de las importaciones (un 11% en el mismo período) que contrajo las reservas en metálico.
 
Su preocupación por una redistribución de la renta más equitativa, anunciada en el Manifiesto, demostró ser una demanda más retórica que auténtica. En su reclamo de incentivar la industria nacional, Irazusta proponía suprimir los obstáculos burocráticos y sociales, sugiriendo con esto que prefería cuidar los intereses de los empresarios antes que los de los trabajadores.
Su hermano Julio Irazusta también se ocupó de la problemática económica. En 1956 publicaba Perón y la crisis argentina, en donde, aparte de fustigar  su persona y sus políticas, en particular las referidas a las relaciones con Gran Bretaña, exponía confusos juicios sobre las funestas consecuencias del liberalismo capitalista que favorecía a los grandes consorcios privados, destacando empero, los beneficios de la libertad económica y del mercado abierto en el comercio de la carne, así como las ventajas de la regulación estatal en otras áreas no especificadas.
 Confesaba haber coincidido, desde muy joven, con las críticas al liberalismo económico provenientes del marxismo/socialismo aunque objetaba su común criterio materialista. Esta postura absurda de pretender tratar temas económicos en términos no materialistas fue una constante de buena porción de los trabajados examinados. Descalificó asimismo todas las medidas justicialistas (aumentos de salarios, de empleos y previsión social, entre otras), como demagogia obrerista. Ellas fomentaban la insubordinación y el abuso del empleado frente al empleador, mientras que la previsión excesiva conspiraba contra la iniciativa individual. A la Argentina, como a sus hermanas continentales, les bastaba con la igualdad de oportunidades inicial, aquella basada en el fundamental democratismo de la raza española y las enormes perspectivas del país que daban oportunidad a todos para abrirse camino.
 El sesgo ideológico estaba tan presente que obnubiló cualquier intento serio de explicar las virtudes y deficiencias del pasado gobierno.
Del PAyB se destacaron los escritos y opiniones de Juan Carlos Goyeneche. En un reportaje de 1957, publicado en la revista Qué, reprochaba la política económica del gobierno militar, advirtiendo, no obstante, sus limitaciones profesionales en esta problemática. Ponía el acento en el papel del Estado para controlar el abuso de energía, combustibles y las importaciones no esenciales, para aumentar el precio de la carne e impulsar la producción nacional de petróleo. Condescendía en utilizar el capital extranjero mientras sirviera al interés nacional. 
Sus propuestas no pasaron de estas sugerencias que no iban insertadas en un programa económico cabal. El proteccionismo al que aludía estaba destinado a ahorrar divisas y no dirigido a estimular el desarrollo industrial. Una economía, dependiente de insumos decisivos importados para funcionar, no podría afrontar un proceso de modernización de su aparato productivo si no contaba con esos suministros externos. Goyeneche no precisaba de que manera superar esos cuellos de botella pues su proposición de incrementar el precio de la carne era totalmente insuficiente para promover el crecimiento y para mejorar la distribución de la renta nacional.
 Si había que respetar las conquistas de los trabajadores, como afirmó en 1956, se haría dando a cada uno según sus merecimientos y sus responsabilidades en el marco de la más estricta disciplina.
 Su punto de vista jerárquico distaba de las políticas peronistas y por ende, sus proclamadas reivindicaciones sociales, no eran una promesa sincera. 
Dos enfoques descollaron entre los menos comprometidos con la realidad. Uno  fue el de José María de Estrada quien destacó la preocupación permanente del nacionalismo por la justicia social aunque el método recomendado era fundarla en los principios del amor cristiano. Sugería ahondar en la organización corporativa de la sociedad pero en última instancia había que aceptar la estructura social que se había heredado. Aparte de mínimos cambios, no había posibilidad de intentar transformaciones esenciales.
El otro fue el de Máximo Etchecopar. No está en la economía la solución de nuestros problemas, sostenía en 1956, sino en algo que trasciende lo material (…). Para él no se podía hablar de soberanía económica si la pretensión primordial era lo material, el bienestar económico. Lo primero que necesitaba Argentina y América era orden, estructura, no justicia social.

Mario Amadeo, que desertó de las filas del PAyB, incorporándose a la UF, publicaba también ese año su libro, de amplia repercusión. Aquí observaba, lúcidamente, que los problemas económicos argentinos estaban íntimamente conectados a los problemas sociales. Era preciso arreglar el desequilibrio de los precios agrícolas, el elevado costo de las materias primas, la escasa producción energética, la baja producción y productividad e intensificar la tecnificación. La disminución del poder adquisitivo de la población impactaba negativamente en su nivel de vida y en la contracción del mercado interno generando crisis y desocupación. Además, descartaba la posibilidad de remover los derechos  del trabajador de la era peronista.
 


Otros referentes, que repudiaban abiertamente la restauración constitucional, como Jordán Bruno Genta y Gustavo Martínez Zuviría (más conocido por su seudónimo Hugo Wast) no se ocuparon en profundidad de la economía. Genta, para esta época, escribía en la publicación periódica Combate, siendo su principal colaborador y mentor. Calificó como caótica la situación económica y financiera del país pero no adelantó ninguna propuesta concreta. Solamente ensalzó un trabajo sobre el gobierno, de corte corporativista, de Oliveira Salazar en Portugal. En siguientes entregas reiteraría sus preferencias corporativistas. Martínez Zuviría también publicó en esos años asiduamente en dicha revista. Censuraba la carestía de la vida y los aumentos de salario que la empeoraría, criticando además, el espíritu materialista y anticatólico que se había extendido.

Pese a sus esfuerzos y predicciones optimistas, los resultados electorales de 1957 y 1958 para todos los grupos nacionalistas fueron decepcionantes. El grueso de sus exponentes se concentró entonces en divulgar su doctrina proliferando las publicaciones periódicas e individuales.

1-b) La presidencia de Frondizi (01/05/1958-29/03/1962):



Pese al rotundo triunfo electoral de febrero de 1958 que consagró en el poder a la fracción intransigente del radicalismo que él encabezaba, gracias al pacto con Perón, su presidencia estuvo jaqueada por la irreductible oposición de tres frentes: el más duro de las FFAA, el de los partidos políticos, sobre todo de la UCRP y el del movimiento sindical, con el sinfín de huelgas en cadena que se desataron. Detrás de los primeros se alinearon los esfuerzos conspirativos de los nacionalistas restauradores anti-republicanos que inspiraron o respaldaron los más de treinta planteos militares y escribieron o expresaron las cientos de declaraciones vociferantes, contra los actos y propuestas desarrollistas.
Las iniciativas que despertaron mayor controversia fueron la referida a la enseñanza libre, defendida con vehemencia por los sectores ultra-católicos en contra del monopolio estatal que embanderaba la enseñanza laica, la del autoabastecimiento petrolero y la promoción de inversiones extranjeras. Las batallas del petróleo y del acero implicaban un enorme caudal de recursos y equipamiento que el país no tenía. Al priorizar la urgencia del impulso de las industrias básicas para superar el subdesarrollo, con la guía estatal, Frondizi optó por recurrir al capital extranjero. Esta decisión, que representaba un desvío de sus ideas anteriores, le significó una intensa hostilidad de la izquierda y la derecha nacionalistas. Además de estos conflictos internos, su gestión se vio influenciada por los condicionamientos externos. Su presidencia coincidió con la llegada al poder en Cuba de Fidel Castro, cuya postura pro-soviética ya era previsible a comienzos de los sesenta. De esta manera la Guerra Fría se trasladaba al continente americano empañando la pretensión frondizista de independizarse de las presiones norteamericanas. El plan de austeridad patrocinado por los organismos financieros internacionales con sus consabidos efectos (recesión, contracción del salario real de los trabajadores y activación de la escalada sindical) fue el nexo entre los problemas internos y externos. La multiplicación de las manifestaciones obreras y la pasajera aparición de las primeras incursiones guerrilleras contribuyeron a enlazar el peligro comunista con el desafío peronista como partes de una misma amenaza insurreccional. El propio Presidente (en razón de allegados como Frigerio, de su reunión con el “Che” Guevara, de su rechazo a la expulsión de Cuba de la OEA) era acusado de propiciar un viraje hacia la izquierda filo-comunista. Esta convicción defendida por el comandante en jefe del Ejército -desde mitad de 1959 a marzo de 1961- Carlos. S. Toranzo Montero era compartida por los círculos más extremos del nacionalismo restaurador.

La política económica del gobierno puede dividirse en cuatro fases: la primera, hasta diciembre de 1958, se inauguró con un aumento salarial del 60%, inversiones estatales en la industria del hierro y del petróleo que dispararon el gasto público y la inflación; la segunda, fue la del citado plan de ajuste y sus desfavorables consecuencias económicas y políticas; la tercera, se reflejó en los años de reactivación de 1960 y 1961 (con una tasa de crecimiento del PBI de 7,8% y 7,1% y de disminución de la inflación, del 27,1% al 13,7%, respectivamente). Pero el ritmo no pudo mantenerse. El déficit comercial y del balance de pagos se incrementó, cayó el salario real y aumentó el desempleo. Con el nombramiento de Roberto Alemann (cuarta fase) se impusieron políticas de racionalización (en especial en el sector ferroviario con clausura de ramales, suspensión de empleos que desataron una oleada de violencia y de huelgas hasta diciembre de 1961) lo que precipitó un clima general de oposición.
 El temor a la subversión interna y externa empujó a un sector de las FFAA a deponer a Frondizi, a pesar de que el Presidente había cedido a todas sus imposiciones.
Varios nacionalistas participaron al comienzo del gobierno desarrollista. Sin embargo, partir de 1959, la mayoría intolerante se embarcó en una intensa oposición contra Frondizi. El secuestro de Eichmann, organizado por un grupo comando israelí, desencadenó duras protestas y acusaciones al gobierno (desde Goyeneche hasta organizaciones como Tacuara y la Guardia Restauradora Nacionalista, escindida de la  primera, que nacieron en esta época). La presión de estos sectores culminó en la aplicación del “Plan Conintes”. Aparecen publicaciones como las revistas Verbo y  Retorno (en Mendoza, desde 1961). Jordán B. Genta comenzó a dictar sus conferencias sobre la guerra contrarrevolucionaria en unidades de la Fuerza Aérea mientras Goyeneche y R. Irazusta siguieron escribiendo y participando en conferencias y entrevistas. Figuras como Martínez Zuviría y los hermanos Jacovella también publicaban aunque sus trabajos no incursionaron en el debate económico. Rodolfo Irazusta, en nombre de UR, atacaba la política petrolera del actual gobierno como la prueba de su intención antinacional .El gobierno no tiene la más mínima voluntad de estabilizar ni salvar al país, sino de servir a los intereses extranjeros. La solución estaba en defender el comercio exterior.

Julio Meinvielle reeditaba dos antiguos textos: uno de 1936, El judío (1959) y otro de 1932 Concepción católica de la política, en 1961. Este año daba a conocer El comunismo en la Revolución Anticristiana.  Algunas notas sobre la economía y política  de la gestión frondizista aparecieron en una conferencia pronunciada en Córdoba el 21/11/1960 titulada La dialéctica de la acción o cómo se propaga el comunismo en nuestro país. Si el cerebro del comunismo anidaba en las universidades, sostenía Meinvielle, el cuerpo lo conformaba la masa asalariada. El objetivo del desarrollismo era empobrecer las clases trabajadoras a través de una irritante distribución de la riqueza con el fin de promover la rebelión de los explotados. Las huelgas y el terrorismo así estimulados por el propio gobierno (que seguía las instrucciones del capitalismo financiero judío y del departamento de estado de los EEUU) desbocaba la dura represión del plan CONINTES para separar a las masas de las dos únicas instituciones que quedaban como garantías contra el comunismo: la Iglesia y el Ejército.
 En sus posteriores entregas, Meinvielle profundizará y ampliará esta interpretación. Más importante fue su opinión sobre el modelo económico que debía prevalecer en la Argentina. El régimen corporativo, escribía en 1961, por su carácter divino-natural, era el único que podía sustituir la libertad desenfrenada del capital y del trabajo estableciendo la colaboración de uno y otro en beneficio de la misma clase trabajadora. Por eso era imprescindible también la intervención reguladora del Estado en el reparto equitativo de la renta nacional, en la defensa de una sabia política aduanera, en el manejo de la moneda y el crédito, en suma, en la elaboración de planes periódicos de desarrollo, con el concurso de las fuerzas privadas. 

1-c) 1962-1966. Presidencia de José M. Guido(30/03/1962 al 12/10/1963) y Arturo Illia (12/10/1963 al 28/06/1966)

El golpe de los militares antiperonistas se impuso aunque el sector “legalista” de las FFAA y algunos civiles lograron que el presidente del Senado asumiera la primera magistratura. Bajo el estricto control de los comandantes en jefe de las tres armas, Guido inició un gobierno de transición que proscribía nuevamente al peronismo y a los partidos de izquierda habilitando para las futuras y aún inciertas elecciones solo a los mayores: la UCRP, la UCRI y el PDC. Desde el punto de vista político la crisis mayor la protagonizaron los militares. El ejército se dividió en dos fracciones: los “colorados” que percibían al peronismo como parte de la misma amenaza insurgente que dirigía el comunismo y que por lo tanto debía ser erradicado de la política nacional y los “azules” o legalistas, que repudiaban el ultra-liberalismo de algunos jefes, especialmente de la Marina, y que vieron en el peronismo una fuerza de contención, nacional y cristiana, contra la sedición comunista. Después del enfrentamiento de septiembre de 1962, el triunfo “azul” impuso su opinión de convocar a nuevas elecciones generales. Su ambición de conformar un frente con peronistas, intransigentes y demócratas cristianos avivó nuevamente la oposición de los “colorados”, en mayo de 1963. Aunque dominaron a los rebeldes terminaron descartando la vía negociadora con Perón. El escrutinio de julio de 1963 consagró la fórmula de UCRP con el 25 % de los sufragios. Los votos en blanco del peronismo proscripto -19,72%- superaron los obtenidos por el segundo partido más votado.

La situación política y económica no había hecho más que empeorarse en la época de Guido. La política de estabilización con la aplicación de procedimientos ortodoxos había provocado una fuerte recesión que achicó todos los indicadores macroeconómicos, a excepción del desempleo, el déficit fiscal y la inflación. Con salarios inmovilizados, incremento de impuestos al consumo y de las tarifas de los servicios públicos, la reacción de los trabajadores y sus gremios no se hizo esperar. La dura represión recién comenzó a aflojar con el triunfo de los “azules”. Con la llegada de Illia se puso en ejecución un plan de reactivación y estabilización económica que preveía en una segunda instancia un programa de desarrollo de inspiración keynesiana y cepalina. La implantación del salario mínimo vital y móvil, el control de precios para artículos esenciales y el congelamiento de las tarifas públicas, mejoraron la distribución de la riqueza. La tendencia en alza de los términos del intercambio (desde 1959 a 1972), las buenas cosechas acompañadas de una mayor tecnificación y más modernos métodos  agrícolas resultaron en un aumento de las exportaciones primarias. El impulso al “compre nacional” y a controlar el gasto en importaciones, la renuencia a usar crédito externo, consiguieron el efecto positivo de aumentar el ingreso de divisas. Cuando se puso en marcha el anunciado plan de desarrollo, en 1965,  las deficiencias estructurales de la producción unidas a una conducción poco efectiva en delinear las metas dieron un resultado híbrido e incompleto. No obstante, la mayor tasa de crecimiento industrial de la década de 1955-66 se verificó durante su gobierno, en 1964 (18,9%).
 El golpe de estado del 28 de junio, producto de una coalición cívico-militar, respondió a un conjunto de factores. Desde el punto de vista ideológico, la posición autónoma del Presidente se enfrentó a la “Doctrina de Seguridad Nacional”, propagada por EEUU y apoyada por los “azules” y su principal referente, el comandante en jefe del Ejército, el general Juan C. Onganía. En lo económico, las medidas presidenciales contra los grupos transnacionales (anulación de los contratos petroleros, la regulación de los laboratorios  medicinales y de la industria automotriz) generaron la disconformidad de estos sectores que contaban con la buena voluntad norteamericana. Tampoco el empresariado nacional, representado en la CGE y en la ACIEL, estuvo de acuerdo con la política de precios, salarios e impositiva del radicalismo del pueblo. Por su parte, el sindicalismo peronista había elaborado un plan de lucha con ocupaciones de fábricas y reclamos salariales y jubilatorios, mientras las ambiciones del vandorismo por su propio espacio de poder contra la hegemonía del líder peronista, acrecentó la puja interna y la oposición al gobierno de Illia. Con el tácito respaldo de la sociedad, el sindicalismo “neoperonista”, buena parte del empresariado y los nacionalistas restauradores acompañaron a los militares que derrocaron a Illia.
Desde 1963 hasta 1965 el nacionalismo restaurador concibió diferentes estrategias y proyectos políticos. Un sector moderado (diferente al de la UR), con nombres como Amadeo, promovió y armó un Frente Nacional con elementos justicialistas, frondizistas, de la democracia cristiana y conservadores populares para competir en las anunciadas elecciones. El controvertido Leonardo Castellani había respaldado una alianza de esas características en 1962.
 Otros postularon la unión con la democracia cristiana para formalizar un movimiento social-cristiano.
 Al lado de estas agrupaciones pacifistas y republicanas, aunque faltos de organización, estaban los que promovieron el golpismo con apoyos en la Fuerza Aérea, “colorados” y también “azules” del ejército (Genta, Meinvielle). En el medio cabe destacar al coronel J. F. Guevara con su partido “Fuerza Nueva” de 1963 convertido en “Movimiento Nacional Comunitario” en 1964. Las agrupaciones como Tacuara y GRN adoptaron el método de la lucha callejera, violenta y antisemita, vinculada a la prédica de los ideólogos de la ruptura institucional. Sin embargo, todos estos nacionalistas, incluso los “institucionalistas”, terminaron respaldando, desde 1965, al general “pacificador” del ejército, Juan C. Onganía que venía a terminar con un gobierno lento y sin autoridad. 
Siguiendo su línea de opinión, Julio Irazusta publicaba en 1963 el libro Influencia económica británica en el Río de la Plata, de amplia difusión en los círculos nacionalistas. Defendía la industria nacional con apoyo público y capital nacional frente al modelo históricamente prevaleciente basado en el capital extranjero y el endeudamiento nacional.
  
Balance de siglo y medio, aparecido antes del golpe militar, era la historia de la enormidad del despojo sufrido por Argentina en manos de Gran Bretaña.
 Luego de condenar la política económica de Perón, censuraba las medidas de la “Revolución Libertadora” defendidas por su asesor, Prebisch, un funcionario internacional cuyo plan se orientó a hipotecarnos nuevamente. Pero quien planteó mejor que nadie la dependencia argentina fue Frondizi. Con estas palabras Irazusta desplegaba sus críticas hacia el desarrollismo cuya política más nefasta eran los contratos petroleros. Concluía, erróneamente que con ellos YPF había disminuido su actividad, cuando en realidad, hacia 1962, la empresa estatal contribuía con casi el 70% de la producción, logrando, con el concurso privado, prácticamente el autoabastecimiento.
Condenaba tanto a los gobiernos civiles como militares puesto que habían demostrado una flagrante incapacidad. Para él, entre los “colorados”, vencidos por los “azules”, había muchos que sabían de la necesidad de una revolución nacional. Aunque Illia planteó apropiadamente todos los problemas, su política económica incurrió en los mismos desaciertos de sus antecesores: inflación, aumento de impuestos, precio máximo para la carne de exportación, predominio de la finanza internacional. Se quejaba del pregón de los técnicos agropecuarios, que suponían que el progreso tecnológico resolvería la cuestión agraria. No solo cuestionaba como se iba a pagar sino que alertaba que la solución no estaba en la tecnología sino con política sobre la democracia exhortando al acertado ejercicio de la autoridad. Terminaba con un argumento reiterado: el problema principal de la economía argentina reposaba en el tema de la carne y el comercio exterior. Para el final precisaba un listado de soluciones en cuya base estaba la voluntad de bien.
Irazusta repetía los argumentos ya conocidos del nacionalismo restaurador que concedían al gobierno fuerte la capacidad de transformar la sociedad y la política casi solamente por sus dotes espirituales sobresalientes. Desconocía la complejidad de un país que en la segunda mitad del siglo XX, pese a sus deficiencias, aspiraba a profundizar su industrialización y a modernizar la base productiva también del campo. Y para ello precisaba del aporte del capital extranjero. Estaba en lo cierto en demandar que esas inversiones se dirigieran a los sectores productivos.

Dos representantes de la línea dura fueron Genta y Meinvielle. Este  inició una serie de conferencias en 1962 de las que interesa la dictada en Concordia el 27/07/1962, donde desarrollaba sus conocidos enfoques. Sin embargo, en lo económico, su postura se actualizaba. Ahora indicaba, tras el fracaso del plan económico del liberalismo y del FMI, la necesidad de implementar el Plan de la CEPAL de 1957, que coincidía, afirmaba, con los objetivos de la Alianza para el Progreso y con los de la doctrina social de la Iglesia, corporizados en la encíclica Mater et Magistra.
 Más allá de compendiar un conjunto de aspiraciones entre las que resaltaba la industrialización por sustitución de importaciones con capital nacional y mejora de todas las variables macroeconómicas, no se explayaba en precisar por ejemplo, como se financiaría la industrialización sin apoyo del capital foráneo. Tampoco advertía la insuficiencia de la Alianza para el Progreso en proveer ayuda para resolver los condicionamientos estructurales de las economías de la región. Más contradictorio aún resultaba esta referencia a la política de Kennedy con sus previas denuncias al capitalismo financiero judío en connivencia con la política norteamericana del departamento de estado. En diciembre del mismo año disertaba en la librería Huemul, en Buenos Aires, poniendo el acento en la situación económica y reprobando las medidas del FMI. Por sus efectos contractivos en la economía y en el deterioro del nivel de vida de la población, Meinvielle con acierto, apremiaba nuevamente a impulsar la industrialización. Pero ahora demandaba que el objetivo debía ser la industria pesada y aceptaba la ayuda del capital extranjero.
  
En 1964 Jordán B. Genta publicaba la primera edición de Guerra contrarrevolucionaria. Doctrina política.
 El libro acopiaba y sistematizaba las ideas que venían apareciendo en Combate desde 1955. En esta lucha de la Cristiandad contra la guerra revolucionaria total, es decir, contra el comunismo, se trataba de identificar lo que había que combatir y lo que había que defender. La posición sobre la propiedad privada, el capital y el trabajo no era otra que la difundida por la Iglesia Católica a través de las encíclicas papales. Mater et Magistra, de Juan XXIII, había recogido el pensamiento de sus predecesores: la función social de la propiedad privada, la importancia de la iniciativa personal  junto a la responsabilidad del Estado en cuidar del bien común, la necesidad de una retribución justa para los trabajadores que no debía abandonarse enteramente a la ley del mercado. Genta, basándose en el documento pontificio exhortaba a estructurar la sociedad de acuerdo al sistema corporativo de modo tal que la economía estuviese al servicio de las necesidades de la comunidad. Así, en lugar de la lucha de clases, la solidaridad de los estratos colaboraría en la obra común.
La única ejemplificación de sus ideas para el caso argentino fue la proposición de desconcentrar las grandes urbes que veía  como el medio de lograr el bien común y una sana economía. En realidad, como él mismo subrayaba, para eliminar los grandes viveros del marxismo que son las aglomeraciones masivas de obreros.

Diferente fue el planteo de Alfredo Kölliker Frers quien consideró que el peronismo con su superior pragmatismo debía incorporarse al proyecto de las FFAA. Estas, como poder de reserva de la Nación, debían hacer la revolución desde arriba, según los lineamientos de Mater et Magistra, para impedir la revolución desde abajo. Si bien el peronismo con su política tercerista y keynesiana logró sustraer a los obreros de la influencia marxista gracias a su nacionalismo desarrollista de base popular, no era capaz de hacer la revolución moralizadora que era imprescindible. En su opinión, documentalmente defendida, las políticas económicas de todos los gobiernos que sucedieron a Perón habían subdesarrollado al país. Descalificaba asimismo las recetas del FMI y el irresponsable endeudamiento, especialmente durante el gobierno de Frondizi.

2) La “Revolución Argentina” (28/06/1966 a mayo de 1973)
La Junta de Comandantes de las tres armas que nombró como presidente al general Onganía, se arrogó el poder legislativo y eligió una nueva Corte Suprema, además de todas las autoridades municipales y provinciales. Con esta suma del poder se proponía una renovación nacional que se lograría en tres momentos consecutivos: primero, el económico (de acumulación), segundo, el social (de distribución) y por último y sin mucha definición, el político. 
El Triunvirato instituyó el Acta Revolucionaria en reemplazo de la Constitución y dictaminó las nuevas normas que regirían la vida de los argentinos. Los partidos políticos quedaron inhibidos, el movimiento obrero, domeñado por el temor a la represión terminó fracturado, las universidades, consideradas como el foco de la penetración marxista, fueron intervenidas, así como los medios de comunicación. Después de enfrentar las políticas coactivas del gobierno militar, solo un sector, el vandorista se acercó al oficialismo. Tras la revuelta popular conocida como el “Cordobazo” (29/05/69) y del asesinato del líder metalúrgico en junio, sobrevino una fuerte represión. A las movilizaciones populares se agregaron las actividades de los grupos insurrectos izquierdistas (especialmente Montoneros y ERP), con contenidos ideológicos diversos, pero muy influenciados por la revolución cubana, que en los setenta se especializaron en secuestros extorsivos y asesinatos políticos. Al quedarse sin el respaldo del ejército, luego del resquebrajamiento del frente interno, Onganía fue destituido por la Junta de Comandantes y reemplazado por Roberto Levingston (08/06/1970). Los partidos políticos mayores, que conformaron “La Hora del Pueblo”, ahora exigían al mandatario el pronto llamado a elecciones sin proscripciones. La CGT era normalizada en un intento por atraerse al sindicalismo y otras fuerzas con la pretensión de dar forma a un movimiento político de alcance nacional, muy caro también entre sectores del nacionalismo. Pero ni el reajuste salarial ni las promesas políticas pudieron poner fin a la insatisfacción general y a las actividades guerrilleras. En marzo de 1971 Levingston renunciaba y su puesto era cubierto por el general Alejandro A. Lanusse. Regularizó la actividad política permitiendo la articulación de una poderosa alianza multipartidaria, el FREJULI, presidida por el justicialismo, de un frente de izquierda que no incluía a las distintas divisiones de esta corriente, mientras la derecha, que había apoyado la revolución, se dividió en tres fuerzas que terminarían dispersando el voto liberal. Con el Gran Acuerdo Nacional entre los partidos y las FFAA buscó digitar las condiciones de la vuelta a la normalidad institucional. El rechazo de Perón, la oposición de las fracciones antiliberales del ejército y la continuada disconformidad general contra el régimen -que hizo temer su confluencia con las acciones de la guerrilla ultra-izquierdista y del peronismo revolucionario de la JP- terminaron por convencer al renuente Lanusse a aceptar el retorno del caudillo justicialista, al que vio como la única opción para canalizar la imparable protesta social.
En el ámbito económico, el régimen militar promovió el desarrollo industrial con el aporte de capital extranjero, desde una perspectiva neoliberal favorable a los grandes consorcios industriales y a las empresas foráneas. Luego de un corto período de estancamiento e inflación, fue nombrado ministro de economía A. Krieger Vasena, en diciembre de 1966. Su programa se asentó en los objetivos citados y para ello dispuso una fuerte devaluación del peso con el fin de atraer inversiones externas y aumentar la competitividad de la industria nacional; redujo los aranceles externos para facilitar la importación de bienes de capital, estableció incentivos fiscales para la industria y una racionalización del gasto estatal (aumento de impuestos y de tarifas de servicios públicos, salarios paralizados, etc.). Los resultados de la aplicación del plan fueron discordantes. Por un lado se apreció un aumento del PBI (del 0,6% en 1966 llegó a su techo de 8,5% en 1969 para descender al 3,1% en 1971), con un destacado incremento de la participación de las actividades industriales (de manufactura de bajo valor agregado) aunque se redujo  el aporte del sector agropecuario; asimismo, se verificó una caída de la inflación en los primeros años (del 31,9% en 1966, descendió a 7,6% en 1969 para luego saltar a un 58,5% en 1972) y un acrecentamiento de la inversión pública. Pero por otro lado, una serie de efectos negativos se hicieron visibles a los pocos años: el aumento de la deuda externa en un 45% (1966-1970), una notoria crecida de las importaciones, que costaban más por la devaluación, una distribución del ingreso que favoreció a los empresarios, especialmente a las firmas transnacionales, sin trabas para sacar sus utilidades, mientras se retraían los ingresos de los trabajadores. No se produjo la radicación de nuevas empresas sino que las inversiones de afuera prefirieron comprar las que estaban funcionando con la consiguiente desnacionalización.
 El breve paso por el ministerio de economía de Aldo Ferrer y la implementación de un nuevo plan, destinado a robustecer la industria nacional y el mercado interno, no logró superar las limitaciones estructurales de la economía, sujeta al predominio de los grupos oligopólicos.  El incremento unilateral de los precios, sobre todo de la carne y la presión de los sindicatos para aumentar los salarios, desató la inflación que llevó a Lanusse a una estrategia defensiva o de ajuste que no pudo pararla ni hacer frente a los compromisos de la deuda externa. En este clima, la agitación y desobediencia popular se agigantaron. Se avizoró como la única salida la urgente reposición de la legalidad institucional.

Ideológicamente los nacionalistas restauradores se sintieron representados en el militar “unificador”. Pero más allá de su discurso anticomunista, la defensa del “orden” y la autoridad y de sus creencias religiosas, Onganía fue un desengaño para su ambición de concretar la Revolución Auténtica. Es verdad que nacionalistas del Ateneo de la República participaron del onganiato en los primeros años. En 1967, empero, sectores nacionalistas organizaban una Junta Coordinadora del Nacionalismo y una fugaz Unión Nacionalista Argentina que pretendían mayor protagonismo político y el alejamiento de elementos liberales o democristianos del gobierno. Ante el fracaso de varios alzamientos militares de inspiración nacionalista y  el desencanto que provocó Lanusse, decidido a la salida democrática, reapareció entre algunos nacionalistas la idea de formar una nueva coalición nacional que incluyera al peronismo. Otros, furiosos antiperonistas, denunciaban la democratización como la antesala al comunismo. Estaba claro que la falta de unidad, la carencia de líderes civiles y militares, desgastados luego de las fallidas intentonas golpistas, había convertido al nacionalismo restaurador en activo vocero de su línea de pensamiento pero sin chances políticas reales.
Los Irazusta insistían en revitalizar la UR para las anunciadas elecciones aunque Julio en su último escrito, había manifestado una confusa aprobación de las FFAA por su mayor  comprensión del interés nacional.
 Rodolfo,  precisaba en una entrevista de Azul y Blanco, de 1967, el concepto de “nacionalismo”, exhortando a concentrarse en los intereses concretos y opinaba sobre las perspectivas del país. Su visión pesimista se fundaba en la persistente inflación, la especulación y la ausencia de espíritu público. Como especialista en el tema de la carne se quejaba de la invariable política de favorecer a Gran Bretaña en lugar de aumentar las ventas a Europa.
Sostenía que en razón del precio vil que fijamos, el MCE rechazaba nuestra carne, sin percatarse de que la verdadera causa era la política restrictiva de la comunidad a la importación de nuestros productos agrarios.
Entre aquellos que siguieron demonizando la democracia estaban Meinvielle, Ibarguren y Genta, quien reeditaba en 1971 y 1972 su libro sobre la guerra contrarrevolucionaria exhortando a la construcción de un Estado Militar.  
Para Meinvielle (conferencia de junio de 1972) la Revolución Argentina solo tenía la apariencia de nacionalista. El GAN había sido armado por las fuerzas siniestras que se esconden detrás de Lanusse: los judíos y los masones.
 
La obra de Federico Ibarguren, aparecida por entregas en Azul y Blanco entre 1966 y1967, era, según sus palabras, la historia de la reacción nacionalista contra el Estado liberal-democrático, materialista y extranjerizante. En las advertencias preliminares el autor se lamentaba de que el gobierno militar vigente, la esperanza de los nacionalistas, hubiera claudicado a la política económica de los expertos apátridas. Por lo tanto, era un deber darle implacable batalla. En el texto defendía la fórmula corporativista contra el liberalismo y la rebelión comunista […] para salvar una Religión y una Cultura heredadas.
 
El padre Castellani volvía a vilipendiar la democracia. En una conferencia del 05/12/1970 censuraba a Onganía, de quien esperaba, como Guevara, una acción más decidida para cambiar una cantidad de cosas (…). Creía que si la crisis de la Iglesia se solventa, la crisis argentina se solventa; porque su raíz más honda es de índole religiosa. 
 En su trabajo no hay lugar para examinar la política económica o para proponer un nuevo curso aunque fustigaba el poder del Estado puesto que (…) al lado del poder totalitario del Estado democrático moderno (…) existe el poder totalitario del dinero, que es el que gobierna en realidad en las naciones sedicentes democráticas.
 En su enfoque tan distanciado de la realidad, creía que la sola renovación religiosa podía hacer frente a las dificultades del país. Mientras exponía estas ideas la movilización popular arreciaba (frente a una distribución regresiva de la renta y al aumento de precios de productos básicos como la carne) y el gobierno de Levingston -una gran esperanza nacionalista- intentaba infructuosamente cambiar el modelo económico. 

El texto de Juan Francisco Guevara, Argentina y su sombra, desarrollaba con mayor detalle que nadie la proposición de la economía corporativista, deseada por tantos nacionalistas. El principio de la responsabilidad comunitaria, afirmaba siguiendo a Juan XXIII, también tenía su aplicación en el ámbito político y en las relaciones internacionales. En el interior de cada país, el Estado debía respetar la autonomía de las entidades intermedias (provincias, municipios) aunque le competía a él la planificación nacional, siguiendo el principio de subsidiariedad o de acción supletoria. En el orden socio-económico, esos cuerpos intermedios entre el individuo y el Estado, eran los órganos de oficio o profesión (asociaciones según la actividad), las empresas (unión de personas de distinto oficio y clase social) y la rama de producción (dedicada a una actividad específica). Aunque diferentes, estos órganos eran complementarios y trabajaban en armonía. Bajo este esquema, insistía Guevara, prevalecería la cooperación en lugar de la lucha de clases, la concepción humanista en lugar de la individualista, el mejoramiento espiritual y la salud moral en lugar del materialismo y el agnosticismo, específicos del liberalismo y del marxismo anticristiano. De esta manera, el Estado actual, para lograr el bien común, debía formular el plan de desarrollo y establecer los objetivos y variables macroeconómicas (política monetaria, tasa de crecimiento, orientación de las inversiones, distribución de la renta, etc.), propendiendo a un adelanto equilibrado de todos los sectores y regiones. El agro y su tecnificación, la industria, especialmente con la producción de bienes de equipo, eran los medios para lograr la verdadera independencia económica. En esta perspectiva los precios internos, el comercio exterior, vivienda y hasta la previsión social, por ejemplo, pertenecían al ámbito estatal en coordinación con los cuerpos intermedios. 

Aparte de repudiar el irracional principio del “sufragio universal” y la excesiva injerencia del Estado, atacaba a aquellos que de la cuestión social solo les preocupa el cómo repartir las riquezas, a quienes han olvidado los derechos de Dios y la necesidad de contar con la FFAA. Frente al igualitarismo liberal promovía la defensa de la jerarquía.

Las esperanzas depositadas en el gobierno de Onganía se habían frustrado. Su caída, acusaba Guevara, era el resultado de su inacción, pues no había iniciado la Revolución que el país precisa. 


En la solución corporativa se minimizaban la variedad de intereses y contradicciones sectoriales propias de una sociedad moderna. Tampoco se incorporaban los datos del entorno internacional. La Argentina de esta época enfrentaba la embestida de la transnacionalización del gran capitalismo con sus novedosos paradigmas productivos -que rehízo la división internacional del trabajo- y del flujo irrestricto de capitales destinados mayormente a actividades especulativas. No se mencionaba el impacto negativo del aumento del precio del petróleo ni las políticas proteccionistas de los países desarrollados tan perjudiciales para las economías agro-exportadoras. Este  planteo simplificaba la realidad fundando la organización social en la vigencia de valores espirituales superiores, que promoverían automáticamente la cooperación y la solidaridad.

3- El peronismo en el poder: Cámpora-Solano Lima (mayo a septiembre de 1973); Perón- Martínez de Perón (octubre de 1973 a julio de 1974); “Isabelita” ( julio de 1974- marzo de 1976).


En los comicios de marzo de 1973 la fórmula que respondía a Perón arrasó con casi la mitad de los votos. Pero el nuevo gobierno democrático debió afrontar, además de los problemas económicos y la agudización de la puja distributiva, la tensa división en el seno del peronismo entre los sectores revolucionarios y sindicalistas. Cámpora, luego de amnistiar a los presos políticos y de nombrar  a declarados revolucionarios en puestos gubernamentales, no pudo ejercer su autoridad. Con el retorno de Perón el 20 de junio de 1973 y la tragedia de Ezeiza, la situación del Presidente se hizo insostenible. Hasta las nuevas elecciones y después de su renuncia, asumió interinamente el titular de Diputados, Raúl Lastiri. A pesar del arrollador triunfo de Perón y su esposa la meta del líder justicialista, de estabilidad y gobernabilidad, le fue imposible de cumplir. Los grupos radicalizados, primero el ERP  que es declarado ilegal y luego Montoneros, repudiados abiertamente por Perón el 1/05/74, pasaron a la clandestinidad y a la lucha total contra el gobierno. La muerte del jefe justicialista agravó la lucha entre la izquierda peronista y la derecha sindical que se transformó en el principal soporte político del gobierno. A la formación de la “Triple A”, la organización creada por el asesor y ministro de Bienestar Social, José López Rega, para reprimir las acciones guerrilleras y a la aprobación legislativa del control del Ejército de las operaciones contra la insurgencia armada, se sumó la crisis económica y la escalada gremial. Pese al adelantamiento de las elecciones para noviembre de 1976 aprobado por la Presidenta, el comandante en jefe del ejército, Jorge R. Videla, que había asumido con el compromiso de respetar el orden constitucional, comenzó a preparar la insurrección militar. Abandonada por sus propias fuerzas políticas y la mayoría de los líderes sindicales, asediada por la intensificación de la actividad revolucionaria y hostigada por los partidos de la oposición, “Isabelita” fue incapaz de mantener el poder hasta la transición legal programada.

José B. Gelbard inauguró la política económica con una propuesta de crecimiento e industrialización basados en el robustecimiento del mercado interno y en el mayor protagonismo del capital nacional. También el sector agropecuario (favorecido por la mejora de los términos del intercambio) recibió un estimulo especial buscando incrementar las exportaciones que seguían representando la fuente substancial del ingreso de divisas. Los acuerdos comerciales con los países comunistas, la centralización de la comercialización, junto a otros incentivos, aumentaron en 1973 un 86% las ventas al exterior, triplicando el monto de las reservas.
 Para lograr la estabilidad su plan se asentó en un Pacto Social entre las entidades gremiales y empresariales (aumento inicial de los salarios unido al congelamiento de los precios) que le permitieron bajar la inflación y solventar el crecimiento. Pero a partir de mediados de 1974, se evidenciaron las debilidades de su programa: un severo incremento del déficit fiscal debido al creciente gasto público y de la emisión monetaria, una inversión en descenso, aunque el factor más negativo fue de orden internacional. El fuerte aumento del precio del petróleo se trasladó a los costos internos (teóricamente inmovilizados por el acuerdo social). Al desabastecimiento siguió el incumplimiento empresarial y sindical del pacto. Los trabajadores comenzaron a demandar el incremento de sus salarios, ocupando fábricas y agravando la conflictividad. “Isabel” destituyó a Gelbard y el nuevo ministro apenas atinó a tomar medidas contra la inflación y el ensanchamiento del gasto gubernamental. La pugna por la distribución se aceleró y en junio otro ministro, Celestino Rodrigo, aplicó la fórmula del ajuste: drástica devaluación, fuerte aumento tarifario que disparó la inflación, la depreciación del salario y la especulación. El empeoramiento culminó en la hiperinflación de fines de junio y el desplazamiento de Rodrigo. Ninguno de los siguientes ministros pudo mejorar la situación. El último plan se ajustó a las normas más ortodoxas desatando una intensa desaprobación popular.

En el duelo interno del justicialismo, los restos de los agitadores ultranacionalistas filo-fascistas se enrolaron en las milicias loperreguistas. Por su lado, tras la caída de López Rega, la revista Cabildo, aparecida en 1973, bajo la dirección de J. Curutchet, promovió la alianza de los nacionalistas de extrema derecha y los uniformados, apuntando a la disolución del peronismo. Su postura antidemocrática y defensora de la “doctrina de la seguridad nacional” sentó las bases ideológicas autoritarias-conservadoras de 1976-1983. El soporte doctrinario se nutrió de las posiciones exaltadas y extremas del fallecido Meinvielle, en las que no faltaron las acusaciones a la conspiración judía y su instrumento principal, el comunismo ayudado por la masonería. En 1974, con la evidente intención de divulgación, se editó el libro aquí citado que reunía varios de sus trabajos. El último comenzaba con un estudio preliminar escrito por Carlos Sacheri quien ensalzó su obra como la principal contribución del pensamiento católico, frente a la amenaza del comunismo. 
 Luego del asesinato de Sacheri por el ERP, en 1975 apareció su libro El orden natural. La Iglesia Católica. Problemas sociales, religiosos y culturales. Dos meses antes había caído otro de los nacionalistas duros, J. Genta, también en manos de la extrema izquierda. 
En 1973 se había reeditado un libro del renombrado sacerdote que databa de veinte años atrás, Conceptos fundamentales de la economía, con algunas correcciones a trabajos previos. A veces incoherente, otras, prudentemente, criticaba al liberalismo (bueno para producir pero no para repartir) y al socialismo por hacer lo contrario. Defendía la propiedad privada (por naturaleza, imposible para todos), la libre empresa, el papel distribuidor del Estado, aunque reprochaba su excesiva injerencia social así como la tarea de los sindicatos, intrínsecamente clasista. La solución de la crisis económica solo se resolvería si la minoría responsable (…) emprende una cruzada de recuperación de valores. Y con ello parecía encaminado un mundo ordenado que vislumbraba en el futuro.


Sin fortaleza política, subsistía la línea de los irazustianos, abiertamente antiperonista y republicana junto a un sector adherido a la democracia y al pensamiento peronista (diario Mayoría).

4-La dictadura militar del “Proceso de Reorganización Nacional” (marzo de 1976-mayo 1983)

Otra vez las FFAA se adueñaban del poder, apoyadas por los sectores de derecha con quienes habían conspirado para derrocar a “Isabelita” y gracias también a la conformidad de la mayor parte de la clase política. Muchos de sus representantes ocuparían cargos de responsabilidad durante la dictadura. La Junta de Comandantes de las tres fuerzas (Gral. Jorge R. Videla, Alte. Emilio Massera y Brig. Orlando Agosti) procedió a prohibir toda actividad política y sindical (intervención y luego disolución de la CGT), cesar a los funcionarios constitucionales, encarcelar dirigentes políticos y gremiales y a asesinarlos sin proceso. Cuatro eran sus objetivos inmediatos: restablecer la autoridad, terminar con la corrupción, reanudar el crecimiento económico y erradicar la “subversión”. Una quinta finalidad, la restauración constitucional, estaba supeditada al logro de las metas indicadas.
Un Estatuto reglamentó las atribuciones del Presidente Videla (manteniendo su cargo de comandante en jefe del Ejército), que fue nombrado por la Junta. A sus facultades ejecutivas se le añadieron los poderes judiciales y legislativos, estos últimos con el asesoramiento de una Comisión Legal, integrada por oficiales de las tres armas. Con estas herramientas, todas las fuerzas de coacción (estatales, incluidas las policías provinciales y para-estatales) articularon un Terrorismo de Estado sin precedentes en el país: centros clandestinos de detención que practicaban la tortura y ejecuciones sin el debido proceso. Surgió la figura del detenido-desaparecido y se generalizó la apropiación ilegítima de sus hijos. La persecución de los subversivos (reales o presuntos) se amplió al acoso y censura de todo el ámbito cultural, desde los medios de comunicación hasta las universidades. Estas medidas desencadenaron el repudio de las organizaciones comprometidas con la defensa de los Derechos Humanos (DDHH) y en particular, del gobierno de J. Carter que redujo la ayuda militar e impuso sanciones económicas. Las discrepancias dentro de las filas castrenses por la cuota de poder del Presidente y de la Junta, sumadas a la divergencia por la instrumentación de un acuerdo cívico-militar que preparase la vuelta a la normalidad institucional, culminaron en un arreglo que estipuló la continuidad de Videla hasta marzo de 1981. Las disputas se reanudaron con el nombramiento de su sucesor. La Junta designó al general Roberto E. Viola, que había sido resistido por los sectores menos dispuestos a la apertura política. Su disposición al diálogo sin condicionamientos engendró el rechazo de varios militares, sobre todo del comandante en jefe del ejército, Leopoldo Galtieri quien lo reemplazó en diciembre de ese año. Acorralado por la oposición de los partidos (especialmente del radicalismo alfonsinista), de las organizaciones de DDHH y de los gremios (que convocaron, con apoyo de la “Multipartidaria”, a una masiva manifestación el 30/03/82, brutalmente reprimida), Galtieri tomó la decisión de ocupar las Islas Malvinas, el 2 de abril de 1982. El móvil nacionalista pero especialmente su pretensión de encauzar las desavenencias internas explican esa determinación. La capitulación argentina el 14 de junio selló su destino. Tras el abandono de la Junta de las otras dos Fuerzas el ejército terminó designando a su candidato, el Gral. Reynaldo Bignone, quien se hizo cargo el 01/07/82. Su gobierno se proponía concretar el restablecimiento de la vida institucional y la negociación de la retirada militar. La pretensión de condicionar el retorno a la democracia inflamó el repudio público. La convocatoria que hizo la “Multipartidaria” a la Marcha de la Civilidad,  el 16/12/82, congregó a todos los partidos, con excepción de los adscriptos a la derecha. Igual rechazo generalizado recibió la Ley de Amnistía, con la que el régimen militar aspiraba a eludir su responsabilidad en el terrorismo de Estado. 
Esta desafección general agravada por los desaciertos económicos ponía al descubierto el derrumbe del régimen. Pese a su fracaso con los partidos políticos en la concertación de los temas más ríspidos, Bignone confirmó el calendario electoral para el 30/10/83. Los comicios dieron un rotundo triunfo a la fórmula de la UCR (Alfonsín-Martínez) con el 52% de los votos, seguida por la del PJ (Luder-Bittel), que alcanzó el 40% de los sufragios pero imponiéndose en la mayoría de las provincias.
En el aspecto económico el plan del ministro José Martínez de Hoz, inspirado en las normas del libre mercado, consistía en modernizar el aparato productivo e incrementar la tasa de crecimiento con una moneda estable. Créditos externos, liberalización del flujo de capitales, devaluación del tipo de cambio, apertura comercial, congelamiento salarial, aumento de tarifas e impuestos fueron algunas de las medidas adoptadas que repercutieron recesivamente. En 1977, por influencia de la Escuela Monetarista de Chicago, se efectuó una reforma financiera que colocó al sector financiero en una posición de privilegio. La liberalización de las tasas de interés, en lugar de aumentar el ahorro para las actividades productivas, incrementó la especulación y el costo del crédito. Esto tuvo un efecto inflacionario que fue mitigado con disminución de la emisión pero con un corolario recesivo en 1978 (mengua del PBI cercana al 4% con una inflación del 175,5%). La corrección del plan provocó, fuera de los pronósticos oficiales, una revalorización del peso que disminuyó aún más el precio de los bienes importados y destruyó el aparato productivo nacional. La actividad industrial se contrajo un 12%.

 El resultado final fue un magro crecimiento del 2,3% del PBI (1975-1983) que implicó una reducción de la riqueza/habitante acompañada por una inflación que llegó a 343,3% el último año. Si bien las exportaciones se triplicaron (agropecuarias y mineras, favorecidos los granos por el aumento de los términos del intercambio hasta 1980 y los acuerdos con la URSS), fueron superadas por las importaciones (beneficiadas por la disminución de aranceles, el retraso cambiario y el crédito externo). El otro efecto nocivo fue el drástico acrecentamiento de la deuda externa tanto del sector público como privado (de 9.700 en 1976 pasó a más de 45.000 millones de dólares en 1983; es decir, del 18,7% subió al 59,9% del PBI). Un agudo proceso de concentración del capital y de los ingresos repercutió en la disminución de los salarios y en el deterioro de su poder adquisitivo, con su secuela de empobrecimiento de los sectores obreros y medios.
Tampoco fueron exitosas las pretensiones del plan de achicar la participación del Estado reduciendo el déficit fiscal. Lo peor de todo era que el gasto aumentaba cuando había recesión o para salvar a los deudores privados y no para estimular la demanda. A excepción de la gestión de R. Alemann que implantó una política de “racionalización” y con ella una reducción de los egresos, el resto del período se caracterizó por el incremento de los mismos. Mientras los servicios de salud y educación se contraían, los intereses de la deuda crecían (del 0,97% en 1973 al casi 12% del PBI en 1982)  así como los gastos en armamentos.

Aparte de dos efímeras agrupaciones, una racista y otra ultraderechista (que consideró endeble la posición de Videla frente a la inspección de la Comisión Interamericana de DDHH y la mediación papal sobre el tema del Beagle), surgieron otras seis organizaciones nacionalistas. No fue casual que esa multiplicación de fuerzas ocurriera luego de la caída de Videla, cuando se acrecentaron las dificultades económicas y políticas del régimen. La de mayor proyección fue el Movimiento Nacionalista de Restauración, con una fugaz etapa triunfalista, pero como había quedado demostrado históricamente, a la hora de la compulsa electoral sus logros resultaron decepcionantes. 
El principal portavoz del nacionalismo restaurador durante el “Proceso” fue el mensuario Cabildo que manifestó al inicio su adhesión al régimen. Con todo, criticó la política económica, el resultado de Malvinas y el peligro de un retorno a la democracia, por su incompatibilidad con el catolicismo, aunque mantuvo su línea de pensamiento que ensalzaba el militarismo y propiciaba la guerra contrarrevolucionaria. 
En la palestra nacionalista el ya emblemático Julio Irazusta mantenía su autoridad con dos títulos: De la epopeya emancipadora a la pequeña Argentina, de 1979 y su última obra, Breve Historia de la Argentina, de 1981. 
De la producción de esta época,  tres trabajos merecen especial atención.
El análisis de Emilio Samyn Duco, de carácter filosófico, adoptó una enérgica y extemporánea defensa del nacionalismo totalitario y su teoría racial, que consideró de sólidos fundamentos científicos. Al tema económico se introdujo con una crítica al predominio de la ideología liberal (que como todas las ideologías era un sistema de ideas falsas) con motivaciones puramente mercantiles y utilitarias. El liberalismo es el régimen predilecto de los grandes aventureros financieros internacionales y por ello los judíos eran sus defensores. Para él el socialismo, como el nacionalismo, promovían la intervención del Estado para asegurar una distribución más justa del producto nacional. Sin justicia social no existía la cohesión interna ni podía sobrevivir la nación. Esa fue la razón de que Hitler llamara a su movimiento nacional-socialismo. Sobre esto concluía con otra controvertible afirmación: la obra social de los nacionalismos totalitarios no ha sido superada.
 Más allá de lo dicho, no ahondó en ninguna proposición concreta. 
En cambio, Beveraggi Allende, profesor titular de Economía Política de Derecho y Ciencias Sociales de la UBA, publicó un pequeño ensayo para demostrar que el declive de la economía argentina, iniciado en 1946, se había agravado con las políticas liberales de Martínez de Hoz. Las causas del deterioro se habían originado en el proceso inflacionario, que había sido el fruto de toda una estrategia perversa y premeditada. La Argentina anterior a 1946 es caracterizada como una época de prolongada prosperidad y estabilidad de precios y la posterior, como una etapa de estancamiento de la producción y de inflación intencional. Con Perón nacería este problema y la merma de la producción, se agudizaría la disminución del salario real y del déficit habitacional. Los planes de industrialización, a su parecer, no habían sido sino un recurso publicitario. Estas opiniones insostenibles, más aún emanadas de un académico, compendiaban la profunda posición tendenciosa del autor. Todos los gobiernos que sucedieron a la gestión peronista, tanto militares como civiles, habían incurrido en políticas  contrarias al interés nacional.  Desde el ajuste aconsejado por Prebisch y el FMI, que ha supervisado desde entonces a todas las conducciones económicas, pasando por los incrementos de precios y tarifas públicas, la política monetaria y crediticia restrictiva, hasta las devaluaciones de la moneda y la voracidad fiscal, entre otras medidas, han trabajado para estancar o achicar el aparato productivo nacional. La política económica de Martínez de Hoz había agravado las condiciones económicas. Sus denuncias aparecieron en dos cartas públicas del 15/04/1976 y del 15/04/1978. Allí cuestionaba la aparentemente incontrolable inflación, la evasión masiva de bienes y divisas, las tasas de interés bancario y extra-bancario superlativas, la liberación de la economía que había abultado los bolsillos de una media docena de empresas extranjeras que monopolizaban el acopio y la exportación, el congelamiento salarial, etc. Esta acertada evaluación de las nefastas políticas económicas del ministro, las que solo podían ser aplaudidas por las multinacionales, se contraponía con el sesgado balance final. La ponderación que había hecho de su conducción el banquero David Rockefeller, jerarca de la plutocracia judeo-sionista “supranacional” delataba los intereses a los que el ministro servía. Empero, Beveraggi Allende estaba convencido de que nuestro pueblo no presta más atención ni al fariseísmo “liberal” ni a la insidia “marxista” manejados éstos, en última instancia, por la misma mano. 
 El argentino, inspirado en su indoblegable Fe Cristiana ha ratificado su repudio al marxismo y (…) su convicción y militancia Nacionalista.
 Aparte de no aclarar las razones de este optimismo, el texto patentiza los postulados antisemitas, consustanciados con las posturas más extremas del nacionalismo restaurador.

Conocidos nacionalistas trabajaron esta problemática en un libro de 1979, objetando también las medidas económicas, pero en un tono más discreto que los citados autores.
 Patricio Randle, el menos riguroso, descreía de la planificación centralizada y en su lugar promovía el principio de subsidiaridad, las obras y los buenos ejemplos.
 Abelardo Pithod coincidía en la reprobación de las tendencias centralizadoras, tecnocráticas, colectivizantes, poniendo el acento en el poder económico y tecnológico de las transnacionales (el supercapitalismo) que representaban un liberal-materialismo amoral. Debía combatirse el cáncer de la especulación financiera, de la burocratización y de la centralización, revitalizando los cuerpos sindicales y profesionales. Para superar la tenaza liberal-marxista se necesitaba un gran potencial patriótico y cristiano. No sería fácil la empresa debido a que su posición de realismo político tradicional, admitía Pithod, tenía casi nula trascendencia masiva. 
 En opinión de Enrique Díaz Araujo solo la doctrina social de la Iglesia resolvía los conflictos entre individualismo y colectivismo gracias a al juego armonioso de dos principios: el Bien Común y la Subsidiaridad. No el mundo, sino la Nación era el ámbito de la economía, cuya medida es el interés nacional. Entre sus muchas citas sobresalen los nombres de List, Keynes, Marcelo Lascano, defendiendo la intervención del Estado que no siempre era de inspiración socialista. Con igual desatino que Pithod postulaba el modelo económico japonés, persuadido de que encarnaba un sistema que no era capitalista ni marxista. Impugnaba la economía de especulación prestamista que se había enseñoreado, luego de analizar con sensatez algunos aspectos históricos del Proyecto Nacional.
 
Aunque acertadas sus críticas a la expansión de las transnacionales y al poder financiero, no se rescata de estas propuestas ningún programa consistente para sustentar un proyecto modernizador. Ceñidos a sus preferencias ideológicas, invocaban  soluciones morales y religiosas, descuidando las medidas “materialistas” necesarias para emprender el cambio.
5- La vuelta a la democracia: Alfonsín- Martínez (1983-1989)

 En el marco de condicionamientos internacionales desventajosos (predomino de las empresas transnacionales, expansión de los flujos especulativos de capital, primacía del discurso neoliberal de la “globalización”) e internos, igualmente adversos, Alfonsín comenzó su gobierno con el sueño de consolidar para siempre las instituciones democráticas. El arreglo de cuentas con las FFAA desató una serie de pronunciamientos militares e inclusive de la extrema izquierda; los reveses de los distintos planes económicos que culminaron en la hiperinflación de febrero de 1989 desencadenó la imparable oposición del movimiento obrero (catorce paros generales); el continuado endeudamiento externo y luego también interno y la creciente desconfianza pública de la marcha de la economía, terminaron por sustraerle la adhesión popular que se patentizó en la derrota electoral de mayo de 1989. 

Las ruinosas condiciones económicas recibidas (recesión más una inflación del 400%, con una deuda externa que representaba el 70% del PBI) unidas al deterioro de los términos del intercambio significaron obstáculos difíciles de remontar. Ante el fracaso del primer paquete de medidas -de corte keynesiano- y el subsiguiente ajuste, el nuevo ministro Juan Sourrouille implementó en 1985 el “Plan Austral”, básicamente anti-inflacionario. Luego de un corto período de bonanza la falla estructural del plan, que no apuntó a la reactivación productiva a largo plazo, demostró sus debilidades. El déficit fiscal en alza, pese a los ajustes que exigía el FMI, impulsó en 1987 los planteos aperturistas del ministro, con la reforma del Estado y las privatizaciones. La resistencia de los sectores afectados y la continuidad del déficit empujaron al gobierno a lanzar títulos públicos con atractivas tasas que potenciaron la inflación y la deuda. Al año siguiente, con el fin de superar la recesión, se iniciaba el “Plan Primavera”. Establecía un régimen cambiario desdoblado que regiría el comercio exterior y redistribuiría los ingresos de las exportaciones tradicionales, beneficiadas con el aumento de algunos precios agrícolas.  Se basaba también en lograr la estabilidad de los precios internos por medio del acuerdo entre gobierno, empresarios y estos con los sindicatos. Pero enseguida el retraso cambiario y tarifario impactó en la recaudación. Los aprietos se multiplicaron y los recelos públicos se agrandaron disparando el precio del dólar y la inflación. La hiperinflación llevó a la renuncia de Sourrouille, en marzo de 1989. Ni la liberación cambiaria de Pugliese ni el control de cambios de Jesús Rodríguez bastaron para restaurar la confianza. Alfonsín, tras la estampida de saqueos en supermercados, negoció su renuncia con el presidente electo, Carlos Menen.   
Con el retorno de la democracia, las voces del nacionalismo restaurador sufrieron una declinación imparable bajo la presión de condicionamientos internos y externos. El descrédito de los militares, el consenso popular hacia el sistema democrático y una creciente constatación de que la guerra revolucionaria no se estaba imponiendo ni en el mundo ni el continente vinieron a contradecir los supuestos en los que se había fundado gran parte de su prédica. Tan indicativo como el desgaste de sus arengas fue el paulatino desbande de los receptores tradicionales de su mensaje. Comenzaron igualmente a escasear las propuestas aunque la revista Cabildo dirigida por un viejo luchador de la causa -Mario Caponnetto- seguía publicando sus escritos. Sobre la temática económica no se ha logrado encontrar ninguna proposición específica. En Mendoza, tres autores nacionalistas, discípulos de Julio Irazusta, escribieron una obra laudatoria a raíz del fallecimiento de su maestro solo enfocada en los aspectos biográficos y teóricos del pensamiento político irazustiano. 
 
Esta escueta revisión de sus posturas en torno a los interrogantes planteados al comienzo, puede sintetizarse de la siguiente manera:
· La enorme mayoría postuló la preeminencia del Estado sobre el mercado. La defensa de la libertad de mercado y de empresa tuvo un representante perseverante con Rodolfo Irazusta. Su hermano fue menos consecuente y más ambiguo.
· Ese papel del Estado fue considerado desde una perspectiva corporativista, inspirada en la doctrina social de la iglesia, en el mayor número de los autores analizados, con algunas excepciones como Mario Amadeo y Beveraggi Allende.
· El enfoque sobre la estructura social estuvo conectado a ese Estado regulador que tantos de ellos patrocinaron, a su papel más activo frente a las inequidades resultantes del libre mercado. Sin embargo, se verificó que quienes plantearon una distribución más equitativa de la riqueza pusieron reparos a la extensión de políticas sociales o directamente las impugnaron (Etchecopar, J. Irazusta, Guevara), con la salvedad de Amadeo y Kölliker Frers.
· Respaldaron principalmente el modelo industrializador pero fueron pocos los autores que formalizaron con detalle el tipo de industrialización o los medios para lograrlo. El proponente por excelencia del modelo agro-exportador fue Rodolfo Irazusta.
Fuera de las excepciones indicadas, las inquietudes económicas no constituyeron la preocupación central del nacionalismo restaurador. Su interés por la “seguridad” nacional (asechada por las maniobras del comunismo doméstico e internacional, a veces conectado a las artimañas del imperialismo judeo-liberal anglosajón) predominó frente al desarrollo del tema de la “prosperidad”. En ese desvelo se asentó la coincidencia principal con el conservadurismo autoritario de las experiencias militares de 1966-1973 y 1976-1983.  
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